SERVICIO NO POS/ Cumplimiento de requisitos para ordenar su entrega a la entidad de sanidad
“(…) de acuerdo con la historia clínica del actor y el `formato de solicitud y justificación ante el comité técnico científico de procedimientos, insumos, dispositivos u otros servicios médicos que no hacen parte del plan de servicios del SSMP´, el referido procedimiento le fue ordenado con el fin de eliminar el exceso de piel de sus parpados superiores, para mejorar la sintomatología y calidad de visión del paciente; lo que permite inferir que no realizarlo lesiona sus derechos a la dignidad y la integridad física.

Tampoco se ha demostrado científicamente que ese procedimiento pueda ser sustituido por otro que haga parte del plan de beneficios; se lo prescribió médico adscrito a la entidad demandada y carece el accionante de recursos para costear su valor, tal como expresó en la declaración que rindió en el curso de esta instancia, sin que tal hecho hubiese sido controvertido por las entidades demandadas.”
TRATAMIENTO INTEGRAL/ Procede respecto de la patología que dio origen a la acción de tutela y para mantener la continuidad del servicio 

“(…) como no se puede partir de la presunción de que las entidades demandadas se abstendrán de garantizar los servicios médicos que ha de requerir el demandante, y al desconocer qué tratamiento será el que llegue a necesitar, ha adoptado una posición intermedia que asegura la protección de los derechos reclamados, sin lesionar aquellos de que es titular la entidad prestadora de servicios de salud y así ha dispuesto que ese tratamiento integral se garantice respecto de la enfermedad por la que se prodigó el amparo constitucional (…) para obtener la continuidad en el servicio y como mecanismo que busca restablecer la salud de la persona que resultó afectada en tal derecho (…)”
RECOBRO/ Trámite interadministrativo que resulta ajeno a la competencia del juez de tutela

“Lo relacionado con la autorización para que la Dirección de Sanidad de la Policía pueda realizar el respectivo recobro frente al Ministerio de Protección Social, Fondo de Solidaridad y Garantías, Fosyga, por los costos en que incurra con motivo del cumplimiento del fallo proferido, es asunto de índole patrimonial que no es del caso resolver por medio de esta excepcional acción, destinada a proteger exclusivamente derechos fundamentales.”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-469 de 2006 y T-959 de 2010
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


   Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

   Pereira, abril veintinueve (29) de dos mil dieciséis (2016)

   Acta No. 197 del 29 de abril de 2016

   Expediente 66001-22-13-000-2016-00492-00
Decide la Sala en primera instancia sobre la acción de tutela instaurada por el señor Osvaldo de Jesús Flórez Rendón, contra la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda, a la que fue vinculada la Dirección de Sanidad Militar de la Policía Nacional.

A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Actualmente cuenta con cincuenta y cinco años de edad y los servicios de salud se los presta la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda. 
1.2 Padece de Blefarocalasia, motivo por el cual el médico tratante determinó que se le debe practicar el procedimiento denominado Blefaroplastia Superior AO. 
1.3 Pese a que existe formula médica, la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional no ha autorizado el procedimiento, el que requiere con urgencia ante el deterioro en su calidad de vida.
2.- Considera lesionados sus derechos fundamentales a la salud, integridad personal y calidad de vida y para protegerlos, solicita se ordene a las demandadas autorizar y practicar el procedimiento blefaroplastia superior AO.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L 

1.- Por auto de 20 de abril último se admitió la acción, se dispuso vincular a la Dirección de Sanidad Militar de la Policía Nacional y se ordenó escuchar en declaración al accionante.
2.- La Jefe Seccional Sanidad Risaralda (E), al ejercer su derecho de defensa, informó que el procedimiento denominado blefaroplastia, no se encuentra incluido en el plan de servicios de sanidad militar y policial, por esa razón existe un comité técnico científico evaluador que permite dar concepto favorable o no para que sea ordenado por parte de la oficina de referencia y contrareferencia; que la solicitud del accionante fue remitida el 28 de marzo de 2016 a la ciudad de Bogotá para ser autorizada por el comité y están a la espera de la autorización.
Adujo que no ha vulnerado los derechos fundamentales del accionante, la Seccional de Sanidad Risaralda ha sido diligente y ha realizado los trámites que le corresponden para garantizar el derecho a la salud del actor y aclaró que cuando se trata de medicamentos y procedimientos que se encuentran por fuera del vademécum de la Policía Nacional, esa seccional se debe acoger a lo establecido en el acuerdo 052 de 2013, sin que pueda suministrar algún medicamento o autorizar procedimientos que estén por fuera de aquel, sin cumplir los requisitos establecidos y que no pueden acceder a las pretensiones del accionante sin contar con la aprobación del CTC.
Solicita se niega por improcedente la acción de tutela; en subsidio, se autorice a la Dirección de Sanidad de la Policía realizar el respectivo recobro al FOSYGA teniendo en cuenta que el procedimiento no se encuentra incluido en el plan de servicios de sanidad militar y policial. 

3.- El Director de Sanidad Militar de la Policía Nacional guardó silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S

1.- La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2.- De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional que desde hace algún tiempo modificó su criterio anterior, la salud es un derecho de carácter fundamental y autónomo y para que proceda su amparo por vía de tutela no necesariamente debe estar en conexidad con otro que participe de la misma naturaleza
.
3.- El accionante se encuentra afiliado al Sistema de Salud de las Fuerzas Militares que regula el Decreto 1795 de 2000, en cuyo artículo 27 dispone: “Todos los afiliados y beneficiarios al SSMP, tendrán derecho a un Plan de Servicios de Sanidad en los términos y condiciones que establezca el CSSMP. Además cubrirá la atención integral para los afiliados y beneficiarios del SSMP en la enfermedad general y maternidad, en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación. Igualmente tendrán derecho a que el SSMP les suministre dentro del país asistencia médica, quirúrgica, odontológica, hospitalaria, farmacéutica y demás servicios asistenciales en Hospitales, Establecimientos de Sanidad Militar y Policial y de ser necesario en otras Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud.”

4.- Considera el actor lesionados sus derechos fundamentales a la salud, integridad personal y calidad de vida, ante la negativa de las entidades demandadas en autorizar y practicar el procedimiento blefaroplastia superior AO, prescrito por médico oftalmólogo.

5.- La Jefe Seccional Sanidad Risaralda (E), informó que ese procedimiento se encuentra excluido del plan de beneficios que ofrece la entidad. 

No obstante, en su jurisprudencia, la Corte Constitucional ha trazado las reglas para que el juez de tutela inaplique las normas que regulan los planes de salud obligatorios cuando se recomienda alguno por fuera de él.  Al respecto ha indicado:

“Según la jurisprudencia constitucional, las entidades promotoras de salud (E.P.S.) tienen la obligación de suministrar a sus afiliados estaciones no contempladas en el Manual de Actividades, Intervenciones y Procedimientos o en el Manual de Medicamentos del Plan Obligatorio de Salud cuando: a) la falta de medicamentos excluidos amenaza los derechos fundamentales a la vida, la dignidad o la integridad física; b) el medicamento no puede ser sustituido por otro de los contemplados en el plan obligatorio de salud o que pudiendo serlo, el sustituto no tenga el mismo nivel de efectividad que el excluido del plan; c) el paciente no puede sufragar el costo de lo requerido d) que el medicamento haya sido prescrito por un médico (sic) adscrito a la E.P.S. a la cual se encuentra afiliado el paciente que demanda el servicio.

 

Estos criterios, inicialmente definidos respecto de prestaciones no señaladas en el Plan Obligatorio de Salud, han sido aplicados de manera análoga para otros planes de salud, y por tal razón considera esta Sala de Revisión que pueden aplicarse respecto de prestaciones excluidas del Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial.
 (rayas ajenas al texto original)
Tales requisitos se satisfacen en el caso concreto.

En efecto, de acuerdo con la historia clínica del actor y el “formato de solicitud y justificación ante el comité técnico científico de procedimientos, insumos, dispositivos u otros servicios médicos que no hacen parte del plan de servicios del SSMP”
, el referido procedimiento le fue ordenado con el fin de eliminar el exceso de piel de sus parpados superiores, para mejorar la sintomatología y calidad de visión del paciente; lo que permite inferir que no realizarlo lesiona sus derechos a la dignidad y la integridad física.

Tampoco se ha demostrado científicamente que ese procedimiento pueda ser sustituido por otro que haga parte del plan de beneficios; se lo prescribió médico adscrito a la entidad demandada y carece el accionante de recursos para costear su valor, tal como expresó en la declaración que rindió en el curso de esta instancia
, sin que tal hecho hubiese sido controvertido por las entidades demandadas.
6.- En conclusión, se encuentran satisfechos los presupuestos que enlista la jurisprudencia constitucional para la procedencia de la acción de tutela en casos como el que ahora ocupa la atención de esta Sala.

En consecuencia, se concederá el amparo solicitado y se les ordenará a los Directores de las entidades demandadas que en el marco de sus competencias, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, procedan a autorizar al demandante el procedimiento blefaroplastia superior AO, prescrito por el médico tratante, el que deberá ser practicado en un término no superior a quince días.
7.- En lo relacionado con el tratamiento integral solicitado, ha dicho la jurisprudencia:

“En cuanto principio de integralidad, la Corte Constitucional ha manifestado la atención a la salud debe ser integral y comprende todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes de diagnóstico y seguimiento así como todo cubrimiento que el médico tratante estime necesario para el restablecimiento de la salud del paciente. Este principio comprende dos dimensiones, una relacionada con la atención integral de la garantía al derecho de la salud que se proyecta en diferentes dimensiones de acuerdo a las necesidades de la persona, valga decir requerimientos de orden psicológico, educativo, psiquiátrico, terapéutico entre otros. Y una segunda dimensión orientada al cubrimiento clínico médico necesario para mitigar el estado de salud de un paciente en particular.   

 

Específicamente ha indicado esta Corporación en las sentencias T-170/00, T-133/01, T-111/03, T-062/06, T-518/06, T-492/07 entre otras, que han tratado el principio de intregralidad en los servicios médicos, lo siguiente: 

 

“(…) La atención y el tratamiento a que tienen derecho el afiliado cotizante y su beneficiario son integrales; es decir, deben contener todo cuidado, suministro de droga, intervención quirúrgica, práctica de rehabilitación, examen para el diagnóstico y el seguimiento, y todo otro componente que el médico tratante valore como necesario para el pleno restablecimiento del estado de salud del paciente que se le ha encomendado, dentro de los límites establecidos en la ley”. 
Así pues, el principio de integralidad es uno de los criterios aplicados por la Corte Constitucional para decidir sobre asuntos referidos a la protección del derecho constitucional a la salud. De conformidad con él, las entidades que participan en la prestación médico asistencial de servicios de salud ya sea en el cubrimiento de planes adicionales de salud o de los servicios médicos incluidos en el POS, deben brindar un cubrimiento de todas las contingencias que afecten la salud de los afiliados y servicios médicos necesarios para concluir los tratamientos previamente iniciados.  

De acuerdo con los argumentos expuestos, tenemos entonces que la atención integral se refiere entonces al tratamiento y rehabilitación de la persona enferma, en general todas las prestaciones necesarias para restablecer el estado de salud afectado...”
.
Esta Sala ha sostenido de manera reiterada que las órdenes de carácter genérico no proceden en materia de tutela, en virtud de que el artículo 86 de la Constitución Política la concibió como mecanismo excepcional de protección y con la finalidad exclusiva de otorgar amparo directo, efectivo e inmediato a los derechos fundamentales de las personas frente a vulneraciones concretas de que puedan ser objeto.

En esas condiciones, como no se puede partir de la presunción de que las entidades demandadas se abstendrán de garantizar los servicios médicos que ha de requerir el demandante, y al desconocer qué tratamiento será el que llegue a necesitar, ha adoptado una posición intermedia que asegura la protección de los derechos reclamados, sin lesionar aquellos de que es titular la entidad  prestadora de servicios de salud y así ha dispuesto que ese tratamiento integral se garantice respecto de la enfermedad por la que se prodigó el amparo constitucional, siguiendo de cerca la jurisprudencia que también lo ha ordenado para obtener la continuidad en el servicio y como mecanismo que busca restablecer la salud de la persona que resultó afectada en tal derecho. Así entonces, se procederá.
8.- Lo relacionado con la autorización para que la Dirección de Sanidad de la Policía pueda realizar el respectivo recobro frente al Ministerio de Protección Social, Fondo de Solidaridad y Garantías, Fosyga, por los costos en que incurra con motivo del cumplimiento del fallo proferido, es asunto de índole patrimonial que no es del caso resolver por medio de esta excepcional acción, destinada a proteger exclusivamente derechos fundamentales.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- CONCEDER la tutela solicitada por el señor Osvaldo de Jesús Flórez Rendón, contra la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda, a la que fue vinculada la Dirección de Sanidad Militar de la Policía Nacional.

SEGUNDO.- Se ordena al señor Coronel Hugo Casas Velásquez, Director Nacional de Sanidad de la Policía Nacional y a la Teniente Coronel Luisa Fernanda Vega Bahamon, Jefe Seccional Sanidad Risaralda (E), o a quienes hagan sus veces, en el marco de sus competencias, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, procedan a autorizar al demandante el procedimiento blefaroplastia superior AO, prescrito por el médico tratante, el que deberá ser practicado en un término no superior a quince días. Igualmente se les ordena brindarle un tratamiento integral para su actual patología, en los términos que dispongan sus médicos tratantes, estén o no incluidos en el plan de servicios de sanidad militar y policial, hasta tanto se reestablezca su salud.
TERCERO.- Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




(Ausente con causa justificada)



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Corte Constitucional. Sentencia T-760 de 2007, Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández.


� T-469 de 2006 M.P. Humberto Antonio Sierra Porto. 


� Ver folios 8 a 10 del cuaderno 1.


� Folios 11 y 12.


� Sentencia T-959 de 2010, Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.





1

